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TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL
SALA LABORAL

MAGISTRADO PONENTE: HERNÁN MEJÍA URÍBE

Pereira, veinte de agosto de dos mil nueve
Acta No 0054 del 20 de agosto de 2009.

En la fecha, siendo las tres de la tarde, fecha y hora fijadas en el auto que antecede, esta Sala de Decisión y su Secretaria, se constituyen en audiencia pública a efectos de resolver la consulta de la sentencia proferida el pasado 24 de abril por el Juzgado Cuarto Laboral del Circuito, en el proceso ordinario laboral de doble instancia que Jorge Albeiro Peña Hincapié adelanta contra Almacenes Éxito S.A.
El proyecto presentado por el suscrito Magistrado y aprobado por los restantes miembros de la Sala da cuenta de los siguientes 
ANTECEDENTES

Acude el señor Peña Hincapié ante la justicia laboral ordinaria a efectos de que se declare la existencia de un contrato de trabajo a término indefinido celebrado entre las partes, el cual se desarrolló entre el 21 de octubre de 1994 y el 29 de enero de 2008, terminado injustamente por la empleadora; que se declare que le asiste derecho a que su indemnización sea liquidada al tenor de la Ley 50 de 1990; que como consecuencia de lo anterior debe condenarse a la sociedad demandada al pago de $5.871.914 por concepto de saldo insoluto de la indemnización; los intereses del dinero dejado de cancelar y la indexación del mismo, a partir del momento en que se pagó la indemnización, el 1° de febrero de 2008 y hasta que se verifique el pago del faltante; por último solicita se condene a la accionada al pago de las costas procesales.

Para apoyar sus pretensiones relata que prestó sus servicios por medio de un contrato de trabajo a término indefinido al Almacén Ley, hoy Almacén Éxito, en Pereira entre el 21 de octubre de 1994 y el 29 de enero de 2008, cuando fue despedido; las labores que cumplió fueron las de vendedor, cajero y auxiliar de recaudo, devengando la suma de $784.200 mensuales; el 29 de enero de 2008 se le informó que se declaraba terminado su contrato de trabajo sin justa causa con base en la Ley 789 de 2002, bajo cuyas normas se procedió a efectuar la correspondiente liquidación de la indemnización por despido injusto, debiéndose haber realizado con base en lo estipulado en la Ley 50 de 1990, norma vigente al momento de la suscripción del contrato de trabajo, siendo más favorable al trabajador.
La demanda así presentada fue admitida por auto del 9 de mayo de 2008, fl. 18, donde se ordenó la notificación y traslado a la demandada quien en término constituyó apoderada judicial que respondió el libelo, fls. 38-46, pronunciándose respecto a los hechos, oponiéndose a las pretensiones y excepcionando Prescripción, Inexistencia de la acción y del derecho sustantivo y Cobro de lo no debido.

El intento de conciliación se declaró superado por la inasistencia de la parte demandada, lo cual la hizo acreedora a las consecuencias derivadas del numeral 2° del inciso 7° del artículo 77 del Código Procesal del Trabajo y de la Seguridad Social, presumiéndose ciertos los hechos susceptibles de confesión, que para el caso concreto, sería que la indemnización por despido injusto se realizó al tenor de la Ley 789 de 2002; superadas otras etapas de la diligencia, el despacho se constituyó en primera audiencia de trámite decretando las pruebas solicitadas por las partes, las que fueron practicadas en las restantes diligencias. 

Concluido el debate probatorio, se citó para audiencia de juzgamiento el 24 de abril anterior, en esa oportunidad se profirió sentencia en la que la juez a quo absolvió a la parte demandada de las pretensiones incoadas en su contra, toda vez que consideró que la liquidación de la indemnización por despido injusto, realizada con apego a la Ley 789 de 2002, fue correctamente realizada, siendo esa la norma a aplicar al caso concreto y después de indicar que el actor no estaba cobijado por la excepción contenida en el parágrafo transitorio del artículo 28 de la mencionada ley.
En acatamiento de lo dispuesto por el artículo 69 del  C.P.T.S.S., se surte el grado jurisdiccional de consulta a favor del accionante. 

Enviados los autos a esta Sede y corrido el traslado de rigor a las partes, se procede a resolver con apoyo en estas 

CONSIDERACIONES

El aspecto medular a definir en el presente proceso es cual sería la norma aplicable al momento de liquidar la indemnización por el despido injusto del actor, la Ley 789 de 2002 o, como se solicita en la demanda, la Ley 50 de 1990.
Indica el artículo 28 de la referida ley 789 de 2002, modificatorio del artículo 64 del Código Sustantivo del Trabajo:
“Artículo 64. Modificado. L. 789/2002, art. 28. Terminación unilateral del contrato de trabajo sin justa causa. En todo contrato de trabajo va envuelta la condición resolutoria por incumplimiento de lo pactado, con indemnización de perjuicios a cargo de la parte responsable. Esta indemnización comprende el lucro cesante y el daño emergente.

…

Parágrafo transitorio. Los trabajadores que al momento de entrar en vigencia la presente ley, tuvieren diez (10) o más años al servicio continuo del empleador, se les aplicará la tabla de indemnización establecida en los literales b), c) y d) del artículo 6º de la Ley 50 de 1990, exceptuando el parágrafo transitorio, el cual se aplica únicamente para los trabajadores que tenían diez (10) o más años el primero de enero de 1991.” (Subrayado nuestro)
Ahora bien, teniendo en cuenta que el demandante inició labores el 21 de octubre de 1994, tal como lo narra en su demanda, hecho que es aceptado por la demandada y ratificado con el contrato de trabajo de folios 6 a 8, y que la norma en comento empezó regir el 27 de diciembre de 2002, sin dificultad alguna se llega a la misma conclusión a la que llegó la funcionaria de primera instancia: el demandante no está comprendido dentro de la excepción contenida en el parágrafo transitorio del artículo 28 de la Ley 789 de 2002, toda vez que para la fecha en que la misma cobró vigencia, contaba con poco más de 8 años de labores al servicio de la sociedad accionada, por lo tanto imposible resulta aplicar a su caso concreto la tabla de liquidación contenida en el artículo 6° de la Ley 50 de 1990.

Costas en esta instancia no se causaron por tratarse de consulta.

En mérito de lo expuesto, la Sala de Decisión Laboral del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Administrando Justicia en nombre de la República y por autoridad de la Ley, CONFIRMA la sentencia que por vía de consulta ha revisado.
Costas en esta sede no se causaron por tratarse de consulta. 
Notificación surtida en Estrados.

Los Magistrados,

HERNÁN MEJÍA URIBE
FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES

ANA LUCÍA CAICEDO CALDERÓN

LINA MARÍA ARBELAEZ GIRALDO

Secretaria
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